
Tema 34: Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector 
Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español 
las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 

2014/24/UE de 26 de febrero de 2014. Libro Segundo (De los 
contratos de las Administraciones Públicas). Título I 

(Disposiciones generales). Сapítulo I (De las actuaciones relativas 
a la contratación de las Administraciones Públicas). Sección 1.ª (De 
la preparación de los contratos de las Administraciones Públicas). 

Subsección 1.ª (Expediente de contratación) y Subsección 2.ª 
(Pliegos de cláusulas administrativas y de prescripciones 

técnicas): artículos 121 a 124. Disposición Adicional Segunda 
(Competencias en materia de contratación en las entidades locales) 

y Disposición Adicional Tercera (Normas específicas de 
contratación pública en las entidades locales).  

 
 

Subsección 1.ª Expediente de contratación 

Artículo 116. Expediente de contratación: iniciación y contenido. 

1. La celebración de contratos por parte de las Administraciones 
Públicas requerirá la previa tramitación del correspondiente expediente, 
que se iniciará por el órgano de contratación motivando la necesidad del 
contrato en los términos previstos en el artículo 28 de esta Ley y que 
deberá ser publicado en el perfil de contratante. 

En aquellos contratos cuya ejecución requiera de la cesión de datos por 
parte de entidades del sector público al contratista, el órgano de 
contratación en todo caso deberá especificar en el expediente de 
contratación cuál será la finalidad del tratamiento de los datos que vayan 
a ser cedidos. 

2. El expediente deberá referirse a la totalidad del objeto del contrato, 
sin perjuicio de lo previsto en el apartado 7 del artículo 99 para los 
contratos adjudicados por lotes. 

3. Al expediente se incorporarán el pliego de cláusulas administrativas 
particulares y el de prescripciones técnicas que hayan de regir el contrato. 
En el caso de que el procedimiento elegido para adjudicar el contrato sea 
el de diálogo competitivo regulado en la subsección 5.ª, de la Sección 2.ª, 



del Capítulo I, del Título I, del Libro II, los pliegos de cláusulas 
administrativas y de prescripciones técnicas serán sustituidos por el 
documento descriptivo a que hace referencia el apartado 1 del artículo 
174. En el caso de procedimientos para adjudicar los contratos basados 
en acuerdos marco invitando a una nueva licitación a las empresas parte 
del mismo, regulados en el artículo 221.4, los pliegos de cláusulas 
administrativas y de prescripciones técnicas serán sustituidos por el 
documento de licitación a que hace referencia el artículo 221.5 último 
párrafo. 

Asimismo, deberá incorporarse el certificado de existencia de crédito o, 
en el caso de entidades del sector público estatal con presupuesto 
estimativo, documento equivalente que acredite la existencia de 
financiación, y la fiscalización previa de la intervención, en su caso, en los 
términos previstos en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria. 

4. En el expediente se justificará adecuadamente: 

a) La elección del procedimiento de licitación. 

b) La clasificación que se exija a los participantes. 

c) Los criterios de solvencia técnica o profesional, y económica y 
financiera, y los criterios que se tendrán en consideración para adjudicar 
el contrato, así como las condiciones especiales de ejecución del mismo. 

d) El valor estimado del contrato con una indicación de todos los 
conceptos que lo integran, incluyendo siempre los costes laborales si 
existiesen. 

e) La necesidad de la Administración a la que se pretende dar 
satisfacción mediante la contratación de las prestaciones 
correspondientes; y su relación con el objeto del contrato, que deberá ser 
directa, clara y proporcional. 

f) En los contratos de servicios, el informe de insuficiencia de medios. 

g) La decisión de no dividir en lotes el objeto del contrato, en su caso. 

5. Si la financiación del contrato ha de realizarse con aportaciones de 
distinta procedencia, aunque se trate de órganos de una misma 
Administración pública, se tramitará un solo expediente por el órgano de 
contratación al que corresponda la adjudicación del contrato, debiendo 
acreditarse en aquel la plena disponibilidad de todas las aportaciones y 



determinarse el orden de su abono, con inclusión de una garantía para su 
efectividad. 

Artículo 117. Aprobación del expediente. 

1. Completado el expediente de contratación, se dictará resolución 
motivada por el órgano de contratación aprobando el mismo y 
disponiendo la apertura del procedimiento de adjudicación. Dicha 
resolución implicará también la aprobación del gasto, salvo en el supuesto 
excepcional de que el presupuesto no hubiera podido ser establecido 
previamente, o que las normas de desconcentración o el acto de 
delegación hubiesen establecido lo contrario, en cuyo caso deberá 
recabarse la aprobación del órgano competente. Esta resolución deberá 
ser objeto de publicación en el perfil de contratante. 

2. Los expedientes de contratación podrán ultimarse incluso con la 
adjudicación y formalización del correspondiente contrato, aun cuando su 
ejecución, ya se realice en una o en varias anualidades, deba iniciarse en 
el ejercicio siguiente. A estos efectos podrán comprometerse créditos con 
las limitaciones que se determinen en las normas presupuestarias de las 
distintas Administraciones Públicas sujetas a esta Ley. 

Artículo 118. Expediente de contratación en contratos menores. 

1. Se consideran contratos menores los contratos de valor estimado 
inferior a 40.000 euros, cuando se trate de contratos de obras, o a 15.000 
euros, cuando se trate de contratos de suministro o de servicios, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 229 en relación con las obras, 
servicios y suministros centralizados en el ámbito estatal. 

2. En los contratos menores la tramitación del expediente exigirá la 
emisión de un informe del órgano de contratación justificando de manera 
motivada la necesidad del contrato y que no se está alterando su objeto 
con el fin de evitar la aplicación de los umbrales descritos en el apartado 
anterior. 

3. Asimismo se requerirá la aprobación del gasto y la incorporación al 
mismo de la factura correspondiente, que deberá reunir los requisitos que 
las normas de desarrollo de esta Ley establezcan. 

4. En el contrato menor de obras, deberá añadirse, además, el 
presupuesto de las obras, sin perjuicio de que deba existir el 
correspondiente proyecto cuando sea requerido por las disposiciones 
vigentes. Deberá igualmente solicitarse el informe de las oficinas o 



unidades de supervisión a que se refiere el artículo 235 cuando el trabajo 
afecte a la estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra. 

5. Lo dispuesto en el apartado 2.º de este artículo no será de 
aplicación en aquellos contratos cuyo pago se verifique a través del 
sistema de anticipos de caja fija u otro similar para realizar pagos 
menores, siempre y cuando el valor estimado del contrato no exceda de 
5.000 euros. 

6. Los contratos menores se publicarán en la forma prevista en el 
artículo 63.4. 

Artículo 119. Tramitación urgente del expediente. 

1. Podrán ser objeto de tramitación urgente los expedientes 
correspondientes a los contratos cuya celebración responda a una 
necesidad inaplazable o cuya adjudicación sea preciso acelerar por 
razones de interés público. A tales efectos el expediente deberá contener 
la declaración de urgencia hecha por el órgano de contratación, 
debidamente motivada. 

2. Los expedientes calificados de urgentes se tramitarán siguiendo el 
mismo procedimiento que los ordinarios, con las siguientes 
especialidades: 

a) Los expedientes gozarán de preferencia para su despacho por los 
distintos órganos que intervengan en la tramitación, que dispondrán de 
un plazo de cinco días para emitir los respectivos informes o 
cumplimentar los trámites correspondientes. 

Cuando la complejidad del expediente o cualquier otra causa 
igualmente justificada impida cumplir el plazo antes indicado, los órganos 
que deban evacuar el trámite lo pondrán en conocimiento del órgano de 
contratación que hubiese declarado la urgencia. En tal caso el plazo 
quedará prorrogado hasta diez días. 

b) Acordada la apertura del procedimiento de adjudicación, los plazos 
establecidos en esta Ley para la licitación, adjudicación y formalización del 
contrato se reducirán a la mitad, salvo los siguientes: 

1.º El plazo de quince días hábiles establecido en el apartado 3 del 
artículo 153, como período de espera antes de la formalización del 
contrato. 



2.º El plazo de presentación de proposiciones en el procedimiento 
abierto en los contratos de obras, suministros y servicios sujetos a 
regulación armonizada, que se podrá reducir de conformidad con lo 
indicado en la letra b) del apartado 3) del artículo 156. 

3.º Los plazos de presentación de solicitudes y de proposiciones en los 
procedimientos restringido y de licitación con negociación en los contratos 
de obras, suministros y servicios sujetos a regulación armonizada, que se 
podrán reducir según lo establecido en el segundo párrafo del apartado 1 
del artículo 161 y en la letra b) del apartado 1 del artículo 164, según el 
caso. 

4.º Los plazos de presentación de solicitudes en los procedimientos de 
diálogo competitivo y de asociación para la innovación en contratos de 
obras, suministros y servicios sujetos a regulación armonizada, no serán 
susceptibles de reducirse. 

5.º El plazo de 6 días a más tardar antes de que finalice el plazo fijado 
para la presentación de ofertas, para que los servicios dependientes del 
órgano de contratación faciliten al candidato o licitador la información 
adicional solicitada, será de 4 días a más tardar antes de que finalice el 
citado plazo en los contratos de obras, suministros y servicios sujetos a 
regulación armonizada siempre que se adjudiquen por procedimientos 
abierto y restringido. 

La reducción anterior no se aplicará a los citados contratos cuando el 
procedimiento de adjudicación sea uno distinto del abierto o del 
restringido. 

6.º Los plazos establecidos en el artículo 159 respecto a la tramitación 
del procedimiento abierto simplificado, de conformidad con lo señalado en 
el apartado 5 de dicho artículo. 

Las reducciones de plazo establecidas en los puntos 2.º, 3.º y 5.º 
anteriores no se aplicarán en la adjudicación de los contratos de 
concesiones de obras y concesiones de servicios sujetos a regulación 
armonizada cualquiera que sea el procedimiento de adjudicación utilizado, 
no siendo los plazos a que se refieren dichos puntos, en estos contratos, 
susceptibles de reducción alguna. 

c) El plazo de inicio de la ejecución del contrato no podrá exceder de 
un mes, contado desde la formalización. 

Artículo 120. Tramitación de emergencia. 



1. Cuando la Administración tenga que actuar de manera inmediata a 
causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que supongan 
grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional, se 
estará al siguiente régimen excepcional: 

a) El órgano de contratación, sin obligación de tramitar expediente de 
contratación, podrá ordenar la ejecución de lo necesario para remediar el 
acontecimiento producido o satisfacer la necesidad sobrevenida, o 
contratar libremente su objeto, en todo o en parte, sin sujetarse a los 
requisitos formales establecidos en la presente Ley, incluso el de la 
existencia de crédito suficiente. En caso de que no exista crédito 
adecuado y suficiente, una vez adoptado el acuerdo, se procederá a su 
dotación de conformidad con lo establecido en la Ley General 
Presupuestaria. 

b) Si el contrato ha sido celebrado por la Administración General del 
Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios 
Comunes de la Seguridad Social o demás entidades públicas estatales, se 
dará cuenta de dichos acuerdos al Consejo de Ministros en el plazo 
máximo de treinta días. 

c) El plazo de inicio de la ejecución de las prestaciones no podrá ser 
superior a un mes, contado desde la adopción del acuerdo previsto en la 
letra a). Si se excediese este plazo, la contratación de dichas prestaciones 
requerirá la tramitación de un procedimiento ordinario. 

d) Ejecutadas las actuaciones objeto de este régimen excepcional, se 
observará lo dispuesto en esta Ley sobre cumplimiento de los contratos, 
recepción y liquidación de la prestación. 

En el supuesto de que el libramiento de los fondos necesarios se 
hubiera realizado a justificar, transcurrido el plazo establecido en la letra 
c) anterior, se rendirá la cuenta justificativa del mismo, con reintegro de 
los fondos no invertidos. 

2. Las restantes prestaciones que sean necesarias para completar la 
actuación acometida por la Administración y que no tengan carácter de 
emergencia se contratarán con arreglo a la tramitación ordinaria regulada 
en esta Ley. 

Subsección 2.ª Pliegos de cláusulas administrativas y de 
prescripciones técnicas 



Artículo 121. Pliegos de cláusulas administrativas generales. 

1. El Consejo de Ministros, a iniciativa de los Ministerios interesados, a 
propuesta del Ministro de Hacienda y Función Pública, y previo dictamen 
del Consejo de Estado, podrá aprobar pliegos de cláusulas administrativas 
generales, que deberán ajustarse en su contenido a los preceptos de esta 
Ley y de sus disposiciones de desarrollo, para su utilización en los 
contratos que se celebren por los órganos de contratación de la 
Administración General del Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades 
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social y demás entidades 
que gocen de la condición de Administraciones Públicas integrantes del 
sector público estatal. 

2. Las Comunidades Autónomas y las entidades que integran la 
Administración Local podrán aprobar pliegos de cláusulas administrativas 
generales, de acuerdo con sus normas específicas, previo dictamen del 
Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente de la Comunidad 
Autónoma respectiva, si lo hubiera. 

Artículo 122. Pliegos de cláusulas administrativas particulares. 

1. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán 
aprobarse previamente a la autorización del gasto o conjuntamente con 
ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, 
antes de su adjudicación, y solo podrán ser modificados con posterioridad 
por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación 
del pliego conllevará la retroacción de actuaciones. 

2. En los pliegos de cláusulas administrativas particulares se incluirán 
los criterios de solvencia y adjudicación del contrato; las consideraciones 
sociales, laborales y ambientales que como criterios de solvencia, de 
adjudicación o como condiciones especiales de ejecución se establezcan; 
los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las 
partes del contrato; la previsión de cesión del contrato salvo en los casos 
en que la misma no sea posible de acuerdo con lo establecido en el 
segundo párrafo del artículo 214.1; la obligación del adjudicatario de 
cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al 
Convenio Colectivo sectorial de aplicación; y las demás menciones 
requeridas por esta Ley y sus normas de desarrollo. En el caso de 
contratos mixtos, se detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos, 
cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las 
diferentes prestaciones fusionadas en ellos. 



Téngase en cuenta que se declara que el párrafo primero del apartado 2 no es 
conforme con el orden constitucional de competencias, salvo los incisos relativos 
a la necesidad de incluir «los pactos y condiciones definidores de los derechos y 
obligaciones de las partes del contrato» y «En el caso de contratos mixtos, se 
detallará el régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, 
atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en 
ellos», en los términos del fundamento jurídico 7 A) d), por la Sentencia del TC 
68/2021, de 18 de marzo. Ref. BOE-A-2021-6614 

Los pliegos podrán también especificar si va a exigirse la transferencia 
de derechos de propiedad intelectual o industrial, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 308 respecto de los contratos de servicios. 

Los pliegos deberán mencionar expresamente la obligación del futuro 
contratista de respetar la normativa vigente en materia de protección de 
datos. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 28.2 del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, 
relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y la libre circulación de estos datos y por 
el que se deroga la Directiva 95/46/CE, en aquellos contratos cuya 
ejecución requiera el tratamiento por el contratista de datos personales 
por cuenta del responsable del tratamiento, adicionalmente en el pliego se 
hará constar: 

a) La finalidad para la cual se cederán dichos datos. 

b) La obligación del futuro contratista de someterse en todo caso a la 
normativa nacional y de la Unión Europea en materia de protección de 
datos, sin perjuicio de lo establecido en el último párrafo del apartado 1 
del artículo 202. 

c) La obligación de la empresa adjudicataria de presentar antes de la 
formalización del contrato una declaración en la que ponga de manifiesto 
dónde van a estar ubicados los servidores y desde dónde se van a prestar 
los servicios asociados a los mismos. 

d) La obligación de comunicar cualquier cambio que se produzca, a lo 
largo de la vida del contrato, de la información facilitada en la declaración 
a que se refiere la letra c) anterior. 

e) La obligación de los licitadores de indicar en su oferta, si tienen 
previsto subcontratar los servidores o los servicios asociados a los 
mismos, el nombre o el perfil empresarial, definido por referencia a las 

https://www.boe.es/buscar/doc.php?id=BOE-A-2021-6614


condiciones de solvencia profesional o técnica, de los subcontratistas a los 
que se vaya a encomendar su realización. 

En los pliegos correspondientes a los contratos a que se refiere el 
párrafo anterior las obligaciones recogidas en las letras a) a e) anteriores 
en todo caso deberán ser calificadas como esenciales a los efectos de lo 
previsto en la letra f) del apartado 1 del artículo 211. 

3. Los pliegos de cláusulas administrativas particulares podrán 
establecer penalidades, conforme a lo prevenido en el apartado 1 del 
artículo 192, para los casos de incumplimiento o de cumplimiento 
defectuoso de la prestación que afecten a características de la misma, en 
especial cuando se hayan tenido en cuenta para definir los criterios de 
adjudicación, o atribuir a la puntual observancia de estas características el 
carácter de obligación contractual esencial a los efectos señalados en la 
letra f) del apartado 1 del artículo 211. Asimismo, para los casos de 
incumplimiento de lo prevenido en los artículos 130 y 201. 

3 bis. Las Administraciones públicas incorporarán en los pliegos de 
cláusulas administrativas particulares condiciones especiales de ejecución 
o criterios de adjudicación dirigidos a la promoción de la igualdad de trato 
y no discriminación por razón de orientación sexual, identidad sexual, 
expresión de género y características sexuales, siempre que exista 
vinculación con el objeto del contrato. 

4. Los contratos se ajustarán al contenido de los pliegos de cláusulas 
administrativas particulares, cuyas cláusulas se consideran parte 
integrante de los mismos. 

5. La aprobación de los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares corresponderá al órgano de contratación, que podrá, 
asimismo, aprobar modelos de pliegos particulares para determinadas 
categorías de contratos de naturaleza análoga. 

6. La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado deberá 
informar con carácter previo todos los pliegos de cláusulas administrativas 
particulares en que se proponga la inclusión de estipulaciones contrarias a 
los correspondientes pliegos generales. 

7. En la Administración General del Estado, sus Organismos 
Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad 
Social y demás Administraciones Públicas integrantes del sector público 
estatal, la aprobación de los pliegos y de los modelos requerirá el informe 
previo del Servicio Jurídico respectivo. Este informe no será necesario 



cuando el pliego de cláusulas administrativas particulares se ajuste a un 
modelo de pliego que haya sido previamente objeto de este informe. 

Artículo 123. Pliego de prescripciones técnicas generales. 

Previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Pública del 
Estado, el Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro correspondiente, 
podrá establecer los pliegos de prescripciones técnicas generales a que 
hayan de ajustarse la Administración General del Estado, sus Organismos 
Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad 
Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones 
Públicas integrantes del sector público estatal. 

Artículo 124. Pliego de prescripciones técnicas particulares. 

El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización 
del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del 
contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación, los pliegos y 
documentos que contengan las prescripciones técnicas particulares que 
hayan de regir la realización de la prestación y definan sus calidades, sus 
condiciones sociales y ambientales, de conformidad con los requisitos que 
para cada contrato establece la presente Ley, y solo podrán ser 
modificados con posterioridad por error material, de hecho o aritmético. 
En otro caso, la modificación del pliego conllevará la retroacción de 
actuaciones. 

Disposición adicional segunda. Competencias en materia de 
contratación en las Entidades Locales. 

1. Corresponden a los Alcaldes y a los Presidentes de las Entidades 
Locales las competencias como órgano de contratación respecto de los 
contratos de obras, de suministro, de servicios, los contratos de concesión 
de obras, los contratos de concesión de servicios y los contratos 
administrativos especiales, cuando su valor estimado no supere el 10 por 
ciento de los recursos ordinarios del presupuesto ni, en cualquier caso, la 
cuantía de seis millones de euros, incluidos los de carácter plurianual 
cuando su duración no sea superior a cuatro años, eventuales prórrogas 
incluidas siempre que el importe acumulado de todas sus anualidades no 
supere ni el porcentaje indicado, referido a los recursos ordinarios del 
presupuesto del primer ejercicio, ni la cuantía señalada. 

2. Corresponden al Pleno las competencias como órgano de 
contratación respecto de los contratos mencionados en el apartado 



anterior que celebre la Entidad Local, cuando por su valor o duración no 
correspondan al Alcalde o Presidente de la Entidad Local, conforme al 
apartado anterior. Asimismo, corresponde al Pleno la aprobación de los 
pliegos de cláusulas administrativas generales a los que se refiere el 
artículo 121 de esta Ley. 

3. En los municipios de población inferior a 5.000 habitantes es 
igualmente competencia del Pleno autorizar la redacción y licitación de 
proyectos independientes relativos a cada una de las partes de una obra 
cuyo periodo de ejecución exceda al de un presupuesto anual, siempre 
que estas sean susceptibles de utilización separada en el sentido del uso 
general o del servicio, o puedan ser sustancialmente definidas. 

4. En los municipios de gran población a que se refiere el artículo 121 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, las competencias del órgano de contratación que se describen en 
los apartados anteriores se ejercerán por la Junta de Gobierno Local, 
cualquiera que sea el importe del contrato o la duración del mismo, siendo 
el Pleno el competente para aprobar los pliegos de cláusulas 
administrativas generales. 

5. En las Entidades Locales será potestativa la constitución de Juntas 
de Contratación que actuarán como órganos de contratación en los 
contratos de obras que tengan por objeto trabajos de reparación simple, 
de conservación y de mantenimiento, en los contratos de suministro que 
se refieran a bienes consumibles o de fácil deterioro por el uso, y en los 
contratos de servicios cuando su valor estimado no supere el 10 por 
ciento de los recursos ordinarios de la Entidad, o cuando superen este 
importe las acciones estén previstas en el presupuesto del ejercicio a que 
corresponda y se realicen de acuerdo con lo dispuesto en las bases de 
ejecución de este. 

Corresponde al Pleno acordar la constitución de las Juntas de 
Contratación y determinar su composición, debiendo formar parte de las 
mismas necesariamente el Secretario o el titular del órgano que tenga 
atribuida la función de asesoramiento jurídico de la Corporación, y el 
Interventor de la misma. Los límites cuantitativos, que podrán ser 
inferiores a los señalados en el párrafo anterior, o los referentes a las 
características de los contratos en los que intervendrá la Junta de 
Contratación como órgano de contratación, se determinarán, en los 
municipios de gran población por la Junta de Gobierno Local y en las 
restantes entidades locales, por el Pleno, a propuesta del Alcalde o del 



Presidente cuando sea, el órgano que tenga atribuida la competencia 
sobre dichos contratos, de acuerdo con el apartado 2. 

En los casos de actuación de las Juntas de Contratación se prescindirá 
de la intervención de la Mesa de contratación. 

6. En los municipios de población inferior a 5.000 habitantes las 
competencias en materia de contratación podrán ser ejercidas por los 
órganos que, con carácter de centrales de contratación, se constituyan en 
la forma prevista en el artículo 228 de la presente Ley, mediante acuerdos 
al efecto. 

Asimismo podrán concertarse convenios en virtud de los cuales se 
encomiende la gestión del procedimiento de contratación a las 
Diputaciones provinciales o a las Comunidades Autónomas de carácter 
uniprovincial. 

7. La Mesa de contratación estará presidida por un miembro de la 
Corporación o un funcionario de la misma, y formarán parte de ella, como 
vocales, el Secretario o, en su caso, el titular del órgano que tenga 
atribuida la función de asesoramiento jurídico, y el Interventor, o, en su 
caso, el titular del órgano que tenga atribuidas la función de control 
económico-presupuestario, así como aquellos otros que se designen por el 
órgano de contratación entre el personal funcionario de carrera o personal 
laboral al servicio de la Corporación, o miembros electos de la misma, sin 
que su número, en total, sea inferior a tres. Los miembros electos que, en 
su caso, formen parte de la Mesa de contratación no podrán suponer más 
de un tercio del total de miembros de la misma. Actuará como Secretario 
un funcionario de la Corporación. 

En las Entidades locales municipales, mancomunidades y consorcios 
locales, podrán integrarse en la Mesa personal al servicio de las 
correspondientes Diputaciones Provinciales o Comunidades Autónomas 
uniprovinciales. 

En ningún caso podrá formar parte de las Mesas de contratación ni 
emitir informes de valoración de las ofertas, personal eventual. Podrá 
formar parte de la Mesa personal funcionario interino únicamente cuando 
no existan funcionarios de carrera suficientemente cualificados y así se 
acredite en el expediente. 

La composición de la Mesa se publicará en el perfil de contratante del 
órgano de contratación correspondiente. Se podrán constituir Mesas de 
Contratación permanentes. 



8. El comité de expertos a que se refiere la letra a) del apartado 2 del 
artículo 146 de la presente Ley, para la valoración de los criterios que 
dependan de un juicio de valor, podrá estar integrado en las Entidades 
locales por cualquier personal funcionario de carrera o laboral fijo con 
cualificación apropiada que no haya participado en la redacción de la 
documentación técnica del contrato de que se trate. En todo caso, entre 
este personal deberá formar parte un técnico jurista especializado en 
contratación pública. 

9. En las entidades locales corresponde a los Alcaldes y a los 
Presidentes de las Entidades Locales la competencia para la celebración 
de los contratos privados, así como la adjudicación de concesiones sobre 
los bienes de las mismas y la adquisición de bienes inmuebles y derechos 
sujetos a la legislación patrimonial cuando el presupuesto base de 
licitación, en los términos definidos en el artículo 100.1, no supere el 10 
por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto ni el importe de tres 
millones de euros, así como la enajenación del patrimonio, cuando su 
valor no supere el porcentaje ni la cuantía indicados. 

10. Corresponde al Pleno la competencia para celebrar contratos 
privados, la adjudicación de concesiones sobre los bienes de la 
Corporación y la adquisición de bienes inmuebles y derechos sujetos a la 
legislación patrimonial así como la enajenación del patrimonio cuando no 
estén atribuidas al Alcalde o al Presidente, y de los bienes declarados de 
valor histórico o artístico cualquiera que sea su valor. 

11. En los municipios de gran población a que se refiere el artículo 121 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen 
Local, las competencias que se describen en los apartados anteriores se 
ejercerán por la Junta de Gobierno Local, cualquiera que sea el importe 
del contrato o la duración del mismo. 

12. Las referencias a las Diputaciones provinciales contenidas en esta 
Ley también se entenderán efectuadas a los entes locales 
supramunicipales previstos en los correspondientes Estatutos de 
Autonomía con competencias en materia de asistencia y de cooperación a 
los municipios, y de prestación de servicios públicos locales. 

Disposición adicional tercera. Normas específicas de contratación 
pública en las Entidades Locales. 

1. Las Administraciones Públicas locales aplicarán las reglas contenidas 
en esta Ley, con las especialidades que se recogen en la disposición 
adicional anterior y en la presente. 



2. Se podrán tramitar anticipadamente los contratos cuya ejecución 
material haya de comenzar en el ejercicio siguiente o aquellos cuya 
financiación dependa de un préstamo, un crédito o una subvención 
solicitada a otra entidad pública o privada, sometiendo la adjudicación a la 
condición suspensiva de la efectiva consolidación de los recursos que han 
de financiar el contrato correspondiente. 

3. Los actos de fiscalización se ejercen por el órgano Interventor de la 
Entidad local. Esta fiscalización recaerá también sobre la valoración que 
se incorpore al expediente de contratación sobre las repercusiones de 
cada nuevo contrato, excepto los contratos menores, en el cumplimiento 
por la Entidad local de los principios de estabilidad presupuestaria y 
sostenibilidad financiera que exige el artículo 7.3 de la Ley Orgánica 
2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera. El órgano interventor realizará la comprobación material de la 
inversión en el ejercicio de la función señalada en el artículo 214.2.d) del 
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en los 
términos desarrollados en el artículo 20 del Real Decreto 424/2017, de 28 
de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno en las 
entidades del Sector Público Local. A efectos de la designación de 
representante en aquellas inversiones cuyo objeto sea susceptible de 
comprobación, el órgano interventor podrá aplicar técnicas de muestreo. 
Podrá estar asistido en la recepción por un técnico especializado en el 
objeto del contrato, que deberá ser diferente del director de obra y del 
responsable del contrato. Los servicios de asistencia de las Diputaciones 
Provinciales asistirán a los pequeños Municipios a estos efectos y los 
demás previstos en la Ley. 

4. En los contratos celebrados en los municipios de menos de 5.000 
habitantes, la aprobación del gasto podrá ser sustituida por una 
certificación de existencia de crédito que se expedirá por el Secretario 
Interventor o, en su caso, por el Interventor de la Corporación. 

5. En los contratos de concesión de obras y de servicios, el expediente 
acreditativo de la conveniencia y oportunidad de la medida que exige el 
artículo 86.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del 
Régimen Local, con el contenido reglamentariamente determinado, se 
tramitará conjuntamente con el estudio de viabilidad regulado en esta 
Ley. 

6. Serán de aplicación a los contratos de obras las normas sobre 
supervisión de proyectos establecidas en el artículo 235. La supervisión 



podrá efectuarse por las oficinas o unidades competentes de la propia 
entidad contratante o, en el caso de municipios que carezcan de ellas, por 
las de la correspondiente Diputación provincial o Administración 
autonómica uniprovincial. En el acuerdo de aprobación de los proyectos se 
recogerá expresamente la referencia a la supervisión favorable del 
mismo. 

7. En los municipios de población inferior a 5.000 habitantes, en los 
contratos de obras cuya financiación exceda de un presupuesto anual, 
podrán redactarse proyectos independientes relativos a cada una de las 
partes de la obra, siempre que estas sean susceptibles de utilización 
separada en el sentido del uso general o del servicio, o puedan ser 
sustancialmente definidas. La ejecución de cada uno de los proyectos 
podrá ser objeto de un contrato diferente, sin perjuicio de la aplicación de 
los artículos 99 y 101. 

8. Los informes que la Ley asigna a los servicios jurídicos se evacuarán 
por el Secretario. Será también preceptivo el informe jurídico del 
Secretario en la aprobación de expedientes de contratación, modificación 
de contratos, revisión de precios, prórrogas, mantenimiento del equilibrio 
económico, interpretación y resolución de los contratos. Corresponderá 
también al Secretario la coordinación de las obligaciones de publicidad e 
información que se establecen en la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de 
Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno. 

Conforme a lo dispuesto en la letra e) de la disposición adicional octava 
de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladoras de las Bases del Régimen 
Local, en los municipios acogidos al régimen regulado en su Título X, 
corresponderá al titular de la asesoría jurídica la emisión de los informes 
atribuidos al Secretario en el presente apartado. La coordinación de las 
obligaciones de publicidad e información antedichas corresponderá al 
titular del Órgano de Apoyo a la Junta de Gobierno. 

9. En los contratos que tengan por objeto la adquisición de bienes 
inmuebles, el importe de la adquisición podrá ser objeto de un 
aplazamiento de hasta cuatro años, con sujeción a los trámites previstos 
en la normativa reguladora de las Haciendas Locales para los 
compromisos de gastos futuros. Este aplazamiento también podrá ser 
utilizado para la adquisición de títulos representativos de la titularidad del 
capital de entidades que formen parte del sector público de la Entidad 
local para su reestructuración. 

10. Las Entidades Locales, sin perjuicio de la posibilidad de adherirse al 
sistema estatal de contratación centralizada y a las centrales de 



contratación de las Comunidades Autónomas y de otras Entidades 
Locales, tal y como prevé el apartado 3 del artículo 228, podrán adherirse 
también a las centrales de contratación que creen conforme a esta Ley las 
asociaciones de entidades locales a que se refiere la disposición adicional 
quinta de la Ley 7/1985, de 2 de abril, así como a las creadas por la 
Administración General del Estado. 

11. Los Municipios de población inferior a 20.000 habitantes podrán 
licitar contratos no sujetos a regulación armonizada de concesión de 
servicios que se refieran a la gestión de dos o más servicios públicos 
diferentes siempre y cuando la anualidad media del contrato no supere los 
200.000 euros, y el órgano de contratación justifique en el expediente de 
contratación esta decisión en base a la necesidad objetiva de proceder a 
la gestión unificada de dichos servicios. En todo caso, el pliego de 
cláusulas administrativas particulares precisará el ámbito funcional y 
territorial del contrato de concesión de servicios. 
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